LEDESMA, Renieda del Valle c/MERCADO, Mario Ramón y otro s/DESALOJO"






Causa nº 64.549 Juz. 2






Reg. Sent. Def. Nº 398 

En Lomas de Zamora, a los 20 días del mes de Noviembre de dos mil siete, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces que integran esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Norberto Horacio Basile, Carlos Ricardo Igoldi y Rodolfo Miguel Tabernero con la presencia del Secretario actuante, se trajo a despacho, para dictar sentencia, la causa nº 64.549, caratulada: "LEDESMA, Renieda del Valle c/MERCADO, Mario Ramón s/DESALOJO".- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial, del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvió plantear las siguientes:

-C U E S T I O N E S-




1ª.- ¿Es justa la sentencia dictada?




2ª.- ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. parte, Cód. Proc.), dio el siguiente orden de votación: Dres. Basile, Tabernero e Igoldi.-

-V O T A C I O N-

A la primera cuestión el Dr. Basile dice:





1.- El señor juez, titular del Juzgado de 1ª Instancia Nº 2 del fuero, dictó a fojas 221/225., sentencia definitiva en estos autos seguidos por Renieda del Valle LEDESMA, resolviendo admitir la demanda por desalojo respecto del inmueble sito en la Colón 1727 de Monte Grande, Partido de Esteban Echeverría, interpuesta contra Mario Ramón MERCADO. Impuso las costas del proceso al demandado vencido. Rechazó, en cambio la demanda interpuesta contra la fiadora, doña Hilaria DIAZ NÚÑEZ, con costas al actor, y postergó para su oportunidad la regulación  de los honorarios de los profesionales intervinientes.-





2.- Apelaron ambos justiciables, quienes en sus presentaciones de fojas 242/243 y 244/246 expusieron diversos argumentos en procura de la modificación del pronunciamiento en resguardo de sus intereses, recibiendo réplica solamente de parte de la actora a fojas 248/249.-





A fojas 250 se llamó autos para sentencia por providencia que se encuentra consentida.-





3.- DE LOS AGRAVIOS:





3-a.- Se alza el demandado porque considera probada la continuación de la locación después del 30 de junio de 2001, habida cuenta que en oportunidad de absolver posiciones la actora, reconoció no haber requerido la restitución del bien después de esa fecha.-





Formula una particular interpretación del artículo 1622 del Código Civil y su aplicación al sub lite, y pide el rechazo de la demanda.-





3-b.- La demandante, por su parte, se agravia del rechazo de la demanda respecto de la fiadora, quien fue citada a estar a derecho para garantizar las costas del proceso, argumentando una errónea interpretación del iudice a-quo del artículo 1582 bis del Código Civil.- 





4.- CONSIDERACION DE LA QUEJA:





4-a.- Habré de abocarme primeramente a los agravios del demandado.-





Centra toda su disconformidad el quejoso en una muy particular interpretación del artículo 1622 del Código Civil, en el entendimiento que vencido el contrato de locación, y habiendo continuado en el uso de la cosa pagando los arriendos, existió tácita reconducción del mismo, sin haber existido una tempestiva intimación extrajudicial fehaciente para su restitución.-





Es de dejar debidamente establecido que no se ha demostrado en el curso del proceso que el locador haya percibido los arriendos una vez vencido el contrato de locación, circunstancia ésta que correspondía a quien la alegó, el inquilino (art. 375 Cód. Proc.).-





Pero, para satisfacerlo, diré que aunque hubiera cumplido con tal carga, su suerte no hubiera sido otra en la causa; toda vez que es principio jurisprudencial recibido que el hecho de que se continúe recibiendo alquileres con posterioridad al vencimiento del contrato, y que, inclusive, se intime al pago de los correspondientes a distintos meses, no implica la existencia de una nueva relación locativa, pues según lo dispuesto en el artículo 1622 del Código Civil, una vez transcurrido el plazo acordado en el contrato, no hay tácita reconducción (esta Alzada, Causa nº 56.290, 8-VII-03, Reg. Sent. Def. 218).-





Téngase presente que el solo vencimiento del término contractual no determina la extinción automática del contrato de locación, pues para que ello se produzca, como aconteció en el sub-examine con la demanda, es necesario que el locador reclame la devolución. Concluido el término contractual en el mes de junio de 2001, y no desocupado el inmueble por parte del locatario, el reclamo por vía judicial se produjo el 1 de febrero de 2002 (ver cargo de Receptoría Gral. de Expedientes puesto en la demanda de fs. 11/12 –art. 979 Cód. Civil-).- 





A partir de allí, queda el locatario constituido en mora y en obligación de restituir. Si como aconteció en el "sub-discussio", el compelido no cumplió con la exigencia del requirente, allanándose al reclamo que contenía la demanda, no puede agraviarse ahora y pretender enervarla con inconsistentes argumentos.-





No corresponde inferir, como intuyo pretende el quejoso, que el alegado y no probado cobro de los arriendos haya implicado purgar su mora; el contrato indefectiblemente se extinguió con el reclamo fehaciente por vía judicial, porque el codificador en la norma que me ocupa no ha circunscrito técnicamente el término "demandar", sino que lo ha utilizado en su acepción amplia de "reclamar" por cualquier vía, cuanto más la aquí utilizada (en tal sentido, Salas-Trigo Represas-López Mesa, "Código Civil Anotado", Tº 4-A, pág. 785).-





Para concluir diré que dada la precisión del texto legal, queda claro que nuestro codificador no aceptó la llamada tácita reconducción, es decir que la continuación de la relación locativa, cualquiera que sea el tiempo de ella, no implica que las partes hayan consentido en acordar un nuevo contrato con las modalidades del anteriormente celebrado entre ellas, prolongándolo por otro nuevo plazo entero o por otro tiempo más (Belluscio-Zannoni, “Código Civil y leyes complementarias, comentado, anotado y concordado”, Tº VII, pág. 607/608).-





Y si así surge del texto legal y de su nota, en la que Vélez Sársfield cita el comentario de Mercadé sobre el artículo 1738 del Código Francés, que tomó como fuente, y que sigue esa sana doctrina, vano es intentar torcer lo que sin hesitación plasmó en la norma el codificador.-





Propongo así al Acuerdo desestimar la queja formulada por el demandado, confirmando el pronunciamiento de la anterior instancia, en la medida de recurso y agravio.-





4-b.- No seguirá la misma suerte el agravio que formula la actora, quien con atinado criterio reclama la modificación de la sentencia en crisis, conforme habré de exponer infra.-





En efecto, tuvo ya oportunidad de resolver este Tribunal en sentencia interlocutoria de fecha 11 de julio de 2002 (fs. 28/29), que “...en el convenio traído por la actora, en su cláusula décimo séptima se pactó, entre otras cosas, que el garante se ha constituido en deudor solidario, llano y principal pagador, respecto de todas las obligaciones contraídas en el mismo, garantizando igualmente el pago de los honorarios y gastos del juicio que puedan promover contra el locatario por desalojo”.-





Al revocar la resolución del Juzgado de anterior instancia, que había establecido desestimar el pedido de citación del fiador formulado en la demanda, se mandó citarlo por providencia del 20 de agosto de 2002 (fs. 32).-





No obstante lo que estaba decidido y firme, el judicante de anterior grado, al dictar pronunciamiento definitivo (fs. 222), en una errónea interpretación del artículo 1582 bis del Código Civil, estableció que visto el plazo transcurrido desde el momento del vencimiento hasta que se formuló el reclamo por parte del accionante, debe entenderse operativo para el caso el citado artículo, eximiéndose a la garante Hilaria DIAZ NÚÑEZ de responder por las costas y gastos del proceso (fs. 223). La sentencia estimo no resulta justa en este aspecto.-





Tuve ya oportunidad de preopinar en cuestión similar traída a esta Alzada (in re Causa nº 60.517, del 4-X-05, Reg. Sent. Def. 333), estableciendo mi criterio receptado unánimemente por el Tribunal, en el sentido que no resulta aplicable al caso el mentado artículo 1582 bis del Código Civil.-





La ley 25.628 no dispuso norma especial para regular la incidencia en el término de la modificación legislativa.-





Siendo así, y conforme surge de las normas del artículo 3 del citado Código y de su hermenéutica, debe concluirse que en este caso, en donde al momento de entrada en vigencia del artículo 1582 bis del Digesto Civil se encuentra en trámite un proceso, no debe aplicarse la nueva situación legal (Conf. Ariza A., “Modificación del Régimen Legal...”, en Lexis Nexis, Jurisprudencia Argentina, 9 de Octubre de 2002, fascículo 2, pág. 25; esta Sala I, Reg. Sent. Def. 268/04, “Caraballo, Lilia c/Friera, Héctor y otro s/Ejec. de Alquileres”).-





En la misma dirección, estando vencido el contrato a la fecha de entrada en vigencia del nuevo artículo, que se hubieran continuado en las condiciones del artículo 1622 del Código Civil, automáticamente –ipso iure- quedaron extinguidas las fianzas accesorias a ellos (Belluscio-Zannoni, ob. cit. Tº IX, pág. 1418).-





Lo anterior, sin contradecir la doctrina de esta misma Sala, plasmada en la Causa nº 51.195, Reg. Sent. Def. 435/00, visto que el reclamo judicial no excede un lapso prudencial y razonable; periodo que va desde el 30 de junio de 2001 hasta el 1 de febrero de 2002 (ver fs. 1 y 12), es decir seis meses, tiempo durante el cual se encuentra comprendido el mes de enero.-





He analizado conforme las reglas de la sana crítica (art. 384 Cód. Proc.) la cláusula décimo séptima del contrato de locación supra referida, en la que la fiadora se ha obligado a soportar las costas de este proceso, inclusive en el supuesto de continuar el locatario en uso del inmueble vencido el contrato, y hasta que se entreguen las llaves del inmueble y se lo desocupe enteramente. Y si tenemos presente la extensión de la fianza, que la constituye en deudor solidario, llano y principal pagador, con renuncia expresa al beneficio de división, no se puede menos que concluir en que las costas y gastos del proceso se le deben cargar en las condiciones pactadas en el contrato accesorio de fianza (arts. 1986, 2013 y concs. Cód. Civil).-





No resultando totalmente justa la sentencia propongo al Acuerdo modificarla en tal sentido.-





En virtud de las razones expuestas y citas legales





VOTO POR LA NEGATIVA

A la misma primera cuestión, y por compartir fundamentos, los Dres. Tabernero e Igoldi VOTAN TAMBIEN POR LA NEGATIVA.-

A la segunda cuestión el Dr. Basile expresa:





Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede, y no resultando totalmente justa la sentencia apelada, corresponde revocarla parcialmente, en la medida de recurso y agravios que formulara la parte actora, haciendo extensiva la condena en costas a la fiadora del contrato de locación, doña Hilaria DIAZ NÚÑEZ, en la medida de las condiciones pactadas. Asimismo, condenar a soportar las costas de ambas instancias a los demandados vencidos (art. 68 Cód. Proc.), difiriéndose para su oportunidad la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes (arts. 31 y 51 ley 8904).-





ASI LO VOTO   

A la misma segunda cuestión los Dres. Tabernero e Igoldi, por compartir fundamentos, VOTAN EN IGUEL SENTIDO.-





Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

-S E N T E N C I A-





En el Acuerdo celebrado quedó establecido:





1º) Que la sentencia apelada no es totalmente justa y debe revocársela parcialmente en la medida de recurso y agravio formulado por la parte actora.-





2º) Que corresponde hacer extensiva la condena en costas a la fiadora del contrato de locación, doña Hilaria DIAZ NÚÑEZ, en la medida de las condiciones pactadas.-





3º) Que debe confirmársela en lo demás que decide.-





4º) Que las costas de ambas instancias deben imponerse a los demandados vencidos (art. 68 Cód. Proc.).-





5º) Que los honorarios se regularán en su oportunidad (arts. 31 y 51 ley 8904).-





POR ELLO: Y fundamentos consignados en el Acuerdo, revócase parcialmente la sentencia recurrida, en la medida de recurso y agravios formulados por la parte actora, por no resultar totalmente justa, haciendo extensiva la condena en costas a la fiadora del contrato de locación, doña Hilaria DIAZ NÚÑEZ, en la medida de las condiciones pactadas. Costas de ambas instancias a los demandados vencidos (art. 68 Cód. Proc.). Difiérese la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes para su oportunidad. Regístrese. Notifíquese y, consentida o ejecutoriada, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.-

